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E l 17 de octubre de 2012 el Senado de la Na-
ción dio media sanción a una reforma 
del Código Nacional Electoral, que incor-

pora a los jóvenes de 16 y 17 años al cuerpo elec-
toral. Determinar si corresponde extender el 
derecho a voto a un grupo que hasta el momen-
to no lo ejerce ofrece una oportunidad para 
exponer en el debate público los fundamentos 
de nuestras convicciones democráticas. La de-
cisión demanda, por un lado, examinar nuestro 
conocimiento acerca de los procesos de madura-
ción física, psicológica y ética que todos atrave-
samos y, por otro, debatir la relevancia política 
de ese conocimiento. El debate nos invita tam-
bién a revisar la variedad de condiciones en las 
que viven los adolescentes de 16 y 17 años en la 
Argentina. 

Este documento analiza los principales ar-
gumentos científicos y éticos expuestos tanto 
en la producción académica y política interna-
cionales como en la discusión legislativa y pe-
riodística locales. El análisis de los argumentos 
a favor y en contra del voto a los 16 muestra 
que: (1) no son convincentes las explicaciones 
de la ampliación del sufragio que se concentran 
en las consecuencias potencialmente benefi-
ciosas del cambio; (2) los argumentos sobre el 
valor intrínseco del voto joven requieren una 
discusión sobre las aptitudes necesarias para 
ejercer el sufragio; (3) el principio de autonomía 
que subyace a los derechos electorales no se 
deduce de la cantidad de información política 

que se posee ni de la actividad militante de un 
grupo reducido de jóvenes, sino de ser partíci-
pes plenos de la vida pública; (4) el tratamiento 
que recibió este proyecto fue insuficiente para 
determinar en qué medida los jóvenes de 16 y 
17 años presentan las características que per-
mitirían identificarlos como sujetos autónomos 
para ejercer derechos electorales; (5) promover 
la incorporación de los jóvenes no porque son 
sujetos autónomos sino porque queremos que 
lo sean a partir de esta experiencia resulta el 
motivo más válido en las actuales condiciones, 
pero no es suficiente; (6) extender el derecho al 
sufragio no es una reforma prioritaria en mate-
ria electoral. 

Pese a los importantes avances recientes, 
los procesos electorales argentinos aún tienen 
significativos retos para consolidarse. En este 
contexto, la propuesta de ampliar el derecho 
a voto a los jóvenes no parece prioritaria y su 
sanción resulta apresurada. 

Las consideraciones y recomendaciones que se in-
cluyen en este documento fueron elaboradas en el 
marco del Observatorio Electoral Argentino (OEAR) 
de CIPPEC cuyo objetivo es reunir, generar y difundir 
información sistematizada y análisis sobre las reglas 
electorales vigentes, las reformas desde el restableci-
miento de la democracia en 1983 y las actuales pro-
puestas de reforma en cada uno de los 24 distritos del 
país y en el nivel nacional.
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D    C2 Introducción 

El Senado de la Nación aprobó el 3 de octubre 
una modificación de la composición del cuerpo 
electoral que extiende el derecho al voto a los 
jóvenes de 16 y 17 años. Resta ahora su trata-
miento en la Cámara de Diputados. También al-
gunas legislaturas provinciales están evaluan-
do esta ampliación del sufragio.

Actualmente, de acuerdo con el Código Na-
cional Electoral, integran el cuerpo electoral los 
electores de ambos sexos nativos, por opción 
o naturalizados, desde los 18 años de edad, que 
no tengan ninguna de las inhabilitaciones que 
prevé la ley (como ser declarado demente o con-
denado por un delito privativo de la libertad). 

Determinar si corresponde extender el de-
recho a sufragar a un grupo que hasta el mo-
mento no lo ejerce ofrece una oportunidad para 
exponer en el debate público los fundamentos 
de nuestras convicciones democráticas. Esta 
propuesta de extensión en particular demanda, 
por un lado, examinar nuestro conocimiento 
sobre los procesos de maduración física, psico-
lógica y ética que todos atravesamos y debatir 
la relevancia política de ese conocimiento. Por 
otro lado, nos invita a revisar la variedad de 
condiciones en las que viven los adolescentes 
de 16 y 17 años en la Argentina. 

Esta revisión, además de permitirnos juz-
gar en general si quienes integran este grupo 
etario pueden votar, debería servir para eva-
luar cuán cerca estamos de ofrecer la protec-
ción integral a todos los niños, niñas y adoles-
centes como manda la legislación vigente1. 

Con el objetivo de contribuir a este debate, 
CIPPEC analiza las razones sustantivas para 
apoyar o rechazar la reforma. Además, des-
cribe criterios procedimentales para un tra-
tamiento institucional y una implementación 
adecuados de una iniciativa de expansión del 
cuerpo electoral. 

Antecedentes en la experiencia 
internacional

En más del 80 % de los 239 países sobre los que 
se dispone información, el derecho al voto 
solo puede ejercerse a partir de los 18 años2. 
Recientemente, algunos países redujeron la 
edad mínima para acceder a la condición de 
elector. En Irán, por ejemplo, se puede votar a 

1 La Ley 26601 de Protección integral de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes (sancionada en 2005) es una de las princi-
pales normas que vehiculiza la Convención de los derechos del 
niño.
2 Fuente: sitio web del ACE Electoral Project. En 20 de estos 
países la edad mínima es 21 años.

partir de los 15 años; en Austria, Brasil, Cuba y 
Nicaragua, a partir de los 16. En Timor Oriental, 
Indonesia, Corea del Norte, Seychelles y Sudán, 
la edad mínima es 17 años. En Eslovenia y Hun-
gría, bajo ciertas condiciones3 es posible votar 
antes de cumplir 18 años. En muchos de estos 
casos, el voto para los más jóvenes es optativo.

En síntesis, la opción de votar antes de los 
18 años es más bien minoritaria; está disponible 
en un conjunto de países heterogéneo entre los 
que se cuentan varios regímenes autoritarios. 
Es difícil trazar una analogía con la situación 
argentina a partir de esta heterogeneidad. No 
obstante, la existencia de esta opción en Brasil 
(un país vecino cuya evolución sociopolítica 
tiene algunos puntos de contacto con la Ar-
gentina) y la discusión de iniciativas análogas 
en el Reino Unido, Estados Unidos y Australia 
sugieren que hay elementos de la experiencia 
social contemporánea que llevan a algunas so-
ciedades a preguntarse si la restricción del de-
recho a votar a los adolescentes de 16 y 17 años 
es legítima.

A continuación se analizan los principales 
argumentos científicos y éticos expuestos 
tanto en la producción académica y política in-
ternacionales como en la discusión legislativa y 
periodística locales.  

Los motivos a favor del voto a 
los 16 

Es posible identificar un primer conjunto de ra-
zones que justifica la reducción de la edad mí-
nima citando alguna consecuencia potencial 
beneficiosa.

Uno de estos argumentos, influyente en paí-
ses como el Reino Unido e Irlanda4, es que el voto 
de los más jóvenes incrementaría la participa-
ción electoral. Eso, según se sostiene, podría 
ocurrir por dos motivos: porque la propensión 
de los más jóvenes a participar políticamente 
es mayor o porque las condiciones para hacerlo 
son mejores por tener menos obligaciones. 

La misma posición se defiende argumentan-
do que el desarrollo del interés y las competen-
cias necesarias para votar a una edad tempra-
na incrementa la disposición a participar en 
las elecciones en etapas posteriores de la vida5. 
Este argumento se cita más frecuentemente en 
los países con niveles de participación electoral 
en descenso.

3 En Eslovenia, para aquéllos jóvenes que tienen empleo y en 
Hungría para quienes contraen matrimonio antes de los 18, 
porque adquieren derechos legales plenos y por lo tanto pueden 
votar. (Fuente: www.Voteat16.ie).
4 Una coalición de organizaciones (www.voteat16.ie) lo promueve 
en Irlanda. En el Reino Unido fue promovido por miembros del 
Partido Laborista. Un informe de la Comisión Electoral, sin em-
bargo, desestimó esta reforma (Electoral Comission 2004).
5 Franklin (2004) es quien más desarrolló este argumento sobre 
la importancia de adquirir el hábito de votar.



D    C3La evidencia empírica disponible es insufi-
ciente para respaldar esta creencia. El único es-
tudio realizado en un país que implementó este 
cambio corresponde a las elecciones celebradas 
en 2009 en Austria, cuando los más jóvenes dis-
pusieron por primera vez de la opción de votar 
(Wagner y otros, 2012). El estudio encuentra que 
los votantes de 16 y 17 tienen una intención de 
participación menor que los de 18 a 21 años. Aun-
que la evidencia respaldara de modo más con-
cluyente esta convicción, el argumento no sería 
especialmente persuasivo en el contexto argen-
tino, porque la inasistencia electoral no cons-
tituye un problema de magnitud preocupante.    

Una segunda consecuencia es que sus vo-
ces serían escuchadas más claramente y sus 
intereses estarían mejor representados en 
el debate de las políticas públicas. Este argu-
mento está presente en los fundamentos del 
proyecto de ley del Frente Amplio Progresista        
(6070-D-2012)6. Una interpretación posible de 
esta línea argumental es que todas las perso-
nas de 16 y 17 años tienen intereses semejantes 
y distintos de los de las personas de mayor y de 
menor edad. Ninguna de estas presuposiciones 
parece sensata. Es evidente que las experien-
cias de personas de la misma edad pueden va-
riar muy significativamente de acuerdo con 
su condición social, su lugar de residencia y 
otros atributos contextuales. Es igualmente 
evidente que los intereses y opiniones políti-
cas que podrían desarrollarse en esas edades 
no son tan distintos de los de otros grupos de 
edad como para requerir una representación 
política singular. De acuerdo con estas observa-
ciones, extender el derecho a votar con el obje-
tivo de representar mejor o más claramente a 
los miembros de estos grupos de edad no parece 
una justificación persuasiva.

En lugar de bucear en las consecuencias po-
tenciales positivas de la reforma, parece más 
fértil explorar los motivos intrínsecos, indepen-
dientes de las consecuencias, para extender el 
derecho a votar a los adolescentes. Eso nos invi-
ta a preguntarnos: 

1. ¿Cuáles son los fundamentos éticos del 
derecho al voto?

2. ¿En qué sentido los adolescentes se pare-
cen o difieren de quienes ya ejercen ese 
derecho?

La justificación más ampliamente acepta-
da de los derechos electorales es el principio 
de autonomía, la idea de que la dignidad de las 
personas requiere que solamente se sometan 
a mandatos que podrían aceptar libremente o 
dictarse a sí mismos. Desde este punto de vista, 
votar es un ejercicio de autonomía: implica par-
ticipar en la formación de la voluntad pública 
6 Según los fundamentos del proyecto de ley del FAP, “involu-
crar a los jóvenes en la discusión política, comprometería a los 
partidos políticos a escuchar sus voces y mejorar sus propuestas 
para con ellos, lo cual podría redundar incluso en disminuir el 
índice de participación de los jóvenes en hechos delictivos.”

que respalda las imposiciones del Estado. Quien 
no participa de la formación de esa voluntad no 
es autónomo, no se gobierna a sí mismo, sino 
que es gobernado por otros.

Durante el debate parlamentario de los 
proyectos de referencia, algunos legisladores 
compararon esta iniciativa con la extensión 
del voto a las mujeres en 1947. De acuerdo con 
esta línea de razonamiento, excluir a los adoles-
centes de 16 y 17 años sería tan violatorio de su 
autonomía como lo fue no permitir el voto a las 
mujeres. Hay, sin embargo, una diferencia im-
portante entre ambas situaciones que debería 
abstenernos de trazar el paralelo. Ser mujer es 
una condición específica y no universal como 
la edad7. Cuando se discrimina por color de piel 
o por sexo, se discrimina según características 
permanentes de un ser humano; mientras que 
establecer una distinción según la edad afecta 
a todas las personas sin ninguna distinción. 
Por este motivo, sostener que la extensión del 
derecho al voto es eliminar una discriminación 
tampoco resulta convincente.

En rigor, podemos preguntarnos en qué me-
dida habría en estos casos una restricción de la 
autonomía. Ella solo puede ejercerse bajo cier-
tas condiciones. Por ejemplo, un bebé no puede 
gobernarse a sí mismo, aún cuando no esté so-
metido a la voluntad de nadie. Por ese motivo, 
no sería pertinente decir que restringimos su 
autonomía cuando no le permitimos elegir a 
sus gobernantes. Los adolescentes no son be-
bés, claro, pero tampoco son adultos. ¿Cuáles 
son los atributos relevantes de la adultez in-
dispensables para votar? ¿Qué tan probable es 
que una adolescente que haya crecido en cual-
quiera de las ciudades o pueblos de la Argentina 
haya desarrollado esos atributos? 

¿Qué se necesita para poder 
votar?

La adultez políticamente relevante podría de-
finirse, en primer lugar, desde el punto de vis-
ta de la maduración actitudinal y cognitiva. 
¿Es posible que una persona de 16 años haya 
desarrollado las facultades intelectuales y 
morales necesarias para votar? Los estudios 
psicológicos disponibles y citados en el debate 
internacional8 tienden a concluir que a los 16 
años están desarrolladas tanto las capacidades 
necesarias para interpretar la información po-
líticamente relevante como las disposiciones 
morales necesarias para formarse un juicio po-
lítico (por ejemplo, la capacidad de ponerse en el 
lugar de otro y de reconocer la responsabilidad 
por los propios actos). Aunque con poco rodaje 

7 Este argumento está presente en Chan y Clayton (2006).
8 Por ejemplo, Hart y Atkinsons (2011).



D    C4 de experiencia, el paquete psicológico y moral 
indispensable para la vida política estaría desa-
rrollado en la mayoría los casos. 

De acuerdo con otras opiniones, la madu-
rez cognitiva y la moral no son los únicos atri-
butos que hacen a una persona políticamente 
competente. También es necesario sentirse 
comprometido con el destino colectivo de la 
comunidad que uno integra, interesarse por los 
asuntos públicos e informarse sobre ellos.

Es muy frecuente interpretar al consumo de 
información política periodística como signo 
de compromiso público. Apoyados en esta in-
terpretación, varios de los proyectos de ley que 
están a favor del voto joven9 ponen el acento en 
el nivel de información y conocimiento políti-
co de esta franja etaria en la actualidad.  Seña-
lan que —como consecuencia, principalmente, 
de las nuevas tecnologías de la información y 
la comunicación— los jóvenes tienen acceso a 
más información que las generaciones anterio-
res, y esto los convierte en partícipes plenos de 
la discusión pública, por lo que no habría mo-
tivos para no incluirlos en el cuerpo electoral. 

El mayor acceso a información por parte de 
los jóvenes es también un argumento impor-
tante a favor de esta reforma en otros países. 
Por ejemplo, un estudio basado en encuestas a 
jóvenes de 14 a 23 años de Estados Unidos (reali-
zadas en 1996 y 1997) mostró que el conocimien-
to político aumenta de los 14 a los 16 años, pero 
que luego se mantiene bastante estable hasta 
los 23 (Hart y Atkins, 2011). La investigación so-
bre Austria antes mencionada muestra que los 
jóvenes de 16 y 17 están tan informados sobre 
los asuntos públicos como los de 18 (Wagner y 
otros, 2012).  Sin embargo, un estudio sobre jó-
venes en el Reino Unido encuentra lo contrario 
(Chan y Clayton, 2006). 

Naturalmente, el conocimiento de los par-
tidos, los candidatos, las propuestas y los prin-
cipales problemas públicos son relevantes para 
formar una decisión electoral. Sería muy útil 
determinar a ciencia cierta, en lugar de supo-
ner, de cuánta información pública relevante 
disponen hoy distintos grupos de adolescentes 
de 16 y 17 años en la Argentina. Esta informa-
ción sería valiosa pero insuficiente para tomar 
una decisión por dos motivos: 

1. El nivel de información relevante no es 
el que tienen los adolescentes hoy, sino 
el que tendrían si se les permitiera votar, 
que probablemente sería algo mayor10. 

2. Si hay buenos motivos para extender los 
derechos electorales a un segmento de la 
población, el hecho de que miembros de 
ese segmento no estén políticamente in-

9 La Diputada Graciela Caselles plantea en los fundamentos 
de su proyecto de ley que “La Norma tiene un claro mensaje 
de apertura a la participación democrática para un sector de 
nuestro pueblo que junto a sus congéneres del resto del mundo 
ha evolucionado, debido a grandes cambios en la humanidad 
por todos conocidos, especialmente aquellos vinculados con las 
comunicaciones y avances técnicos a niveles insospechados“.
10 Este argumento está desarrollado en Lau (2012).

formados no sería una buena razón para 
no permitirles votar. 

Cuando vamos a votar nadie nos pregun-
ta si hemos leído el diario antes de abrirnos 
la puerta del cuarto oscuro, y estaría mal que 
eso pasara. Lo que habitualmente se reconoce 
como información políticamente relevante es 
un ingrediente importante pero no puede cons-
tituir una razón para dar o restringir derechos 
políticos. 

Hay, sin embargo, bases más firmes que las 
mencionadas para sostener la presunción de 
que alguien está comprometido con el destino 
colectivo de la comunidad y tiene información 
suficiente para votar. Nos hacemos una idea de 
qué políticas serían mejores para nosotros y 
quienes nos rodean y aprendemos a identifi-
car a los candidatos que podrían adoptarlas 
en el contacto cotidiano con la política, con el 
Estado y con nuestros conciudadanos: pagan-
do impuestos, usando servicios públicos y tra-
bajando. Desde este punto de vista, atenderse 
seguido en un hospital público es tan importan-
te como, y probablemente más informativo, que 
mirar programas políticos por televisión. 

Obsérvese que este argumento vale tam-
bién para sopesar las defensas de los proyectos 
basadas en la creciente actitud militante de un 
segmento de los jóvenes. Los militantes son una 
minoría en cualquier grupo de edad; determi-
nante de la vitalidad de una democracia, quizás, 
pero minoría al fin. Si el compromiso militante 
fuera condición para el reconocimiento de los 
derechos electorales, pocos de nosotros y en pa-
sajes esporádicos de nuestras vidas podríamos 
votar. El compromiso político relevante no es 
la participación activa en la competencia por 
el ejercicio del poder, sino el ser miembro ple-
no de la comunidad.

Entre las opiniones presentadas en el debate 
parlamentario nos parece que las más persua-
sivas son las que siguen esta línea de razona-
miento. Por ejemplo, la diputada Diana Conti 
señala en los fundamentos de su proyecto que 
los problemas sociales y económicos de la Ar-
gentina reciente propiciaron que los jóvenes 
desarrollen aptitudes políticamente relevantes.

Es verosímil que un conjunto de chicas y 
chicos de 16 y 17 años son miembros plenos de 
la comunidad: colaboran con el mantenimien-
to de sus hogares o tienen hogares propios, son 
mamás o papás y participan más o menos ac-
tivamente de la vida social como trabajadoras, 
estudiantes, consumidores y vecinos. Pero no 
conocemos cuál es el tamaño de ese conjunto. 
Extendiendo el derecho a votar a los jóvenes 
de 16 y 17 años estaremos incorporando al 
cuerpo electoral personas que ya alcanzaron 
lo que podríamos llamar “adultez social”, pero 
también a otras que participan solo parcial-
mente de la vida comunitaria. 

En este sentido, es interesante observar que 



D    C5el ámbito público en el que los adolescentes 
menores de 18 años intervienen más frecuente-
mente (cabe destacar, sin que se les haya reco-
nocido un derecho electoral) es el de la política 
educativa. Esto no solo ocurre en nuestro país, 
sino en muchas otras democracias de la región 
y el mundo. Ese parece ser un ámbito en el que 
el interés y las opiniones de los adolescentes se 
forman y expresan autónomamente, sin la me-
diación de sus padres u otros adultos.    

Si el involucramiento directo de los adoles-
centes, su participación no mediada por na-
die, fuera tan evidente en el ámbito gremial, 
en la actividad comercial o en cualquiera de 
los otros espacios públicos políticamente re-
levantes, no tendríamos ninguna duda de ex-
tenderles la posibilidad de votar.

Tal como están las cosas, y aún después de 
un debate en el Senado con numerosos partici-
pantes, pero desarrollado en muy pocas sema-
nas, no es posible saber cuántos de los potencia-
les nuevos electores satisfacen esta condición. 
Para eso, es necesario tener un retrato de la va-
riedad de sus condiciones de vida en los distin-
tos grupos sociales y provincias de la Nación. 
También deben sopesarse las consecuencias 
que acarrea la aprobación de este cambio en el 
nivel nacional si se mantiene la actual compo-
sición del cuerpo electoral para las elecciones 
provinciales. En ausencia de esa información, 
la decisión se toma sobre la base de bosquejos 
muy generales o presunciones. No es suficiente.  

¿Podemos suplir esta falta de información a 
partir de comparar la mayoría de edad electoral 
con la edad en la que se adquieren otras obliga-
ciones?

El derecho al voto y la relación 
con otros derechos y 
obligaciones

       
Es habitual, tanto en la discusión argentina 
como en la internacional, evaluar la plausibi-
lidad de una edad mínima para votar compa-
rándola con otras edades mínimas. Esto parece 
comprensible: votar, como abrir una cuenta de 
banco, como casarse, como manejar un auto, 
puede tener consecuencias sobre otras perso-
nas e implica entonces un compromiso. Varios 
legisladores se oponen al voto a los 16 sobre la 
base de estas comparaciones. La analogía entre 
distintas obligaciones no es suficientemente 
válida, porque cada compromiso pone en juego 
habilidades y aptitudes que se desarrollan en 
distintas edades. Que a los 16 años la mayoría 
de las personas no haya acumulado la experien-
cia o la madurez necesarias para, por ejemplo, 
abrir una cuenta de banco, no implica que no 

dispongan de la madurez suficiente para votar. 
La discusión sobre los derechos electorales 
tiene que concentrarse en las capacidades re-
levantes electoralmente.

Derechos electorales como
parte de la educación política 
en un contexto de protección 
integral

Si la mayoría de los adolescentes de 16 y 17 años 
participara directamente de los espacios pú-
blicos importantes para formarse una opinión 
política, incluirlos en el cuerpo electoral sería 
una buena idea. Ya que no disponemos de in-
formación completa sobre este asunto, ¿habría 
alguna razón fuerte para incorporarlos, aunque 
estemos decidiendo a tientas? Hay una razón 
muy atendible: ofrecerles la oportunidad de 
votar con un propósito formativo; permitir-
les adquirir la experiencia relevante para ser 
un miembro pleno de la comunidad política 
haciendo una de las cosas que hacen los otros 
miembros plenos, que es votar. Este argumen-
to sería, además, consistente con el compro-
miso legal de protección integral de todas las 
niñas, los niños y los adolescentes que deriva 
de la Constitución de 1994 y la ley nacional de 
protección integral sancionada por el Congreso 
Nacional11. También es acorde con la perspec-
tiva de que cuando los niños adquieren dere-
chos aprenden a sopesar las responsabilida-
des y consecuencias de sus actos vinculados a 
ese ejercicio de derechos (Powel, 2001; citado en 
Lau, 2012).

Ofrecer protección integral es generar con-
diciones para que todos los niños y adolescentes 
ejerzan sus derechos. Estos derechos incluyen 
el de educarse como miembro de la comunidad. 
El ejercicio de derechos electorales por quienes 
aún no adquirieron autonomía en todos los ám-
bitos de su vida, pero están próximos a la incor-
poración plena a la ciudadanía, puede conce-
birse como una experiencia educativa. De este 
modo, se estaría extendiendo el derecho a votar 
a los adolescentes de 16 y 17 años, no porque se 
los considere plenamente autónomos, sino para 
colaborar con el desarrollo de su autonomía.

La posibilidad de que los adolescentes vo-
ten se justifica mejor en el marco de una políti-
ca nacional de desarrollo y protección de este 

11 El artículo 12 de la Convención de los Derechos del Niño 
(incluida en la Constitución de 1994) dice “Los Estados Partes 
garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un 
juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente en to-
dos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en 
cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez 
del niño.  Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad 
de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o administra-
tivo que afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un 
representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las 
normas de procedimiento de la ley nacional.”
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es hora de preguntar si una agenda nacional 
de protección de los adolescentes debería co-
menzar por la extensión de los derechos elec-
torales.

¿Cuál es la situación de los jóvenes que co-
menzarían a votar? En el ámbito educativo, la 
proporción de adolescentes que no culmina sus 
estudios secundarios (obligatorios en nuestro 
país) se redujo en los últimos años, pero es aún 
importante. La tasa nacional de abandono inte-
ranual del ciclo orientado de escuela secunda-
ria sigue siendo mayor que los valores previos a 
la crisis de 2001: fue de    15,5 % del 2009 al 2010, 
reduciéndose del 16,8 % que había alcanzado 
en 2003, pero aún por encima de la tasa de 2001 
que alcanzaba el 13 %12. La tasa de repitencia del 
ciclo orientado del polimodal (aquellos que tie-
nen 16 y 17 años) sigue un patrón similar: fue del 
7,4 % en 2009 (último año disponible), más alta 
de lo que había sido una década atrás (en 1999 
fue del 5,4 %). 

Los desafíos de salud pública e integración 
social que enfrentan una alta proporción de los 
miembros de este grupo de edad son también 
importantes. Un buen indicador de esto es la 
proporción de jóvenes que no estudian ni tra-
bajan. Según el informe 2011 de UNICEF, hay 
un 13,8 % de adolescentes que no estudian, no 
trabajan y no buscan empleo. En los hogares 
más pobres, uno de cada cinco jóvenes está en 
esa situación frente al 5 % en las familias con 
ingresos más altos.

Pese a algunos avances, los desafíos pen-
dientes para el desarrollo de niños, niñas y ado-
lescentes no son menores. Extender el derecho 
al voto podría ser una buena idea en el con-
texto de una política de protección integral, 
pero dado el incipiente grado de avance de esa 
agenda, no debería ser el primer paso.

Si extender el derecho al sufragio no es prio-
ritario en materia de desarrollo integral de los 
adolescentes; ahora, ¿es una reforma priorita-
ria en materia electoral? 

Las reformas electorales
prioritarias 

En 2009, el oficialismo logró la aprobación de 
una ambiciosa agenda de reformas electorales 
que fue implementada por primera vez en 2011. 
Es deseable que esas reformas se evalúen sis-
temáticamente, se fortalezca su implementa-
ción y se debata si se requieren cambios adi-
cionales en las leyes.

Las elecciones de 2011 mostraron algunos 
resultados positivos como el nuevo sistema 
de publicidad audiovisual, que logró reducir un 

12 Fuente: Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología. 
Dirección Nacional de Información y Evaluación de la Calidad 
Educativa (DiNIECE).

grave problema de cualquier democracia: que la 
desigualdad económica entre quienes compiten 
se traduzca en desigualdad política13. Las nue-
vas reglas tuvieron también un impacto positi-
vo en el orden de la oferta electoral, al reducir la 
cantidad de listas que se presentaron a la elec-
ción general. 

A partir de las evaluaciones realizadas por 
el Programa de Política y Gestión de Gobierno, 
CIPPEC considera que se requieren nuevos 
cambios en la legislación para alcanzar algu-
nas mejoras buscadas por la reforma, como la 
efectiva competencia entre las líneas inter-
nas de los partidos políticos en las primarias 
o subsanar el desequilibrio que genera la débil 
regulación de la publicidad de los actos de go-
bierno en la competencia política. 

Conclusiones

El análisis de los argumentos a favor y en con-
tra del voto a los 16 mostró que: 

1. No son convincentes las explicaciones de 
la ampliación del sufragio que se concen-
tran en las consecuencias potencialmen-
te beneficiosas del cambio.

2. Los argumentos sobre el valor intrínseco 
del voto joven requieren una discusión 
sobre las aptitudes necesarias para ejer-
cer el voto.

3. El principio de autonomía que sustenta 
los derechos electorales no se deduce de 
la cantidad de información política ni de 
la actividad militante de un grupo reduci-
do de jóvenes, sino de ser partícipes ple-
nos (sin que esta experiencia sea mediada 
por otros) de la vida pública.

4. El tratamiento que recibió este proyecto 
fue insuficiente para determinar en qué 
medida los jóvenes de 16 y 17 años presen-
tan las características que nos permitiría 
concluir que son autónomos para ejercer 
derechos electorales. 

5. Pomover la incorporación de los jóvenes 
no porque son autónomos sino porque 
queremos que lo sean a partir de esta 
experiencia resulta el motivo más válido 
en las actuales condiciones pero no sufi-
ciente.   

Las reformas electorales son complejas de 
sancionar y de implementar. Pese a importan-
tes avances recientes, los procesos electorales 
argentinos aún tienen importantes retos para 
su consolidación. En este marco, la implemen-
tación de una reforma en la composición elec-
toral no parece prioritaria. 

13 http://www.cippec.org/Main.php?do=documentsDoDownloa
d&id=549
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